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CONSULTA 086/2024, de 10 de octubre de 2024. Diversas cuestiones relacionadas con la 

ejecución y pago de un contrato menor de obras. 

 

CONSULTA (discurso directo) 

“En los contratos menores de obras; teniendo en cuenta las peculiaridades legales de 

simplificación de los expedientes de tramitación recogidas en la Ley 9/2017 así como 

lo previsto en las Instrucciones de pertinente aplicación, se consulta: 

ACTO DE RECEPCIÓN DE LA OBRA: 

- ¿Es necesario acto formal de recepción del bien o servicio objeto del contrato, o basta 

con el envío de la factura a la administración y su recepción, por esta última con 

conformidad (expresa o tácita) para entenderse recepcionada la obra? En definitiva, 

¿es necesario acta expresa de recepción o la propia factura conforme puede 

considerarse acto de recepción? 

CERTIFICACIÓN FINAL DE LA OBRA: 

- ¿Es preciso emitir la certificación final de obras, del art. 243 LCSP, desde la recepción o 

con la factura puede subsumirse todo en un único acto de recepción y conformidad? En 

definitiva, ¿qué sucede, a este respecto, con los actos de recepción y certificación final 

de obra de los contratos menores de obras? Si se considera la factura como acto de 

recepción, ¿tendría la administración 3 meses para emitir la certificación final de obra? 

INTERESES DE DEMORA (ART. 198.4 LCSP): 

- Definir el momento de recepción y certificación del contrato menor de obras es 

importante habida cuenta de la existencia de una reclamación de intereses de demora 

en el pago de la factura de un contrato de este tipo. 
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SUPUESTO REAL: 

- Se presentó la factura en una fecha concreta y la misma se abonó un mes y 12 días 

después de la recepción por esta Delegación. Se reclaman los 12 días de intereses de 

demora. En el contrato no existe acta de recepción ni certificación final de obra. 

¿Proceden dichos intereses? 

Si presumimos que la factura recibida equivale a recepción con conformidad de la obra, 

¿la administración dispondría de 3 meses para emitir la certificación final de obra? ¿Es 

obligatoria? Y si no la emite. ¿Cuándo se empiezan a devengar los intereses de demora 

en el pago? ¿Dese que transcurre el mes desde que se presentó la factura? ¿Después 

de que transcurra el mes siguiente a los tres meses para hacer la certificación final de 

obra (se haga ésta o no)?” 

 

RESPUESTA 

Se plantean por el consultante determinados extremos relacionados con la tramitación de los 

contratos menores de obras, relativos a la obligatoriedad o no del acta de recepción y 

certificación final y al cómputo de los intereses de demora. 

Así, para los contratos menores, dada su escasa cuantía, la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de 

Contratos del Sector Público, por la que se transponen al ordenamiento jurídico español las 

Directivas del Parlamento Europeo y del Consejo 2014/23/UE y 2014/24/UE, de 26 de febrero 

de 2014 (en adelante, LCSP) establece un régimen de tramitación bastante simplificado en el 

que sólo se exige un informe del órgano de contratación que justifique el no fraccionamiento 

del contrato, la aprobación del gasto y la factura correspondiente; en el contrato menor de 

obras, además, debe constar el presupuesto de las obras y, en su caso, el proyecto y el informe 

de las oficinas o unidades de supervisión sobre estabilidad, seguridad o estanqueidad de la obra 

(ex artículo 118 de la LCSP). No se refiere la normativa contractual, expresamente, al acto de 

recepción de las obras ni a la certificación final de las mismas en los contratos menores. 
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Por su parte, el artículo 72.1 del Real Decreto 1098/2001, de 12 de octubre, por el que se 

aprueba el Reglamento general de la Ley de Contratos de las Administraciones Públicas 

(RGLCAP), señala lo siguiente: 

“1. En los contratos menores podrá hacer las veces de documento contractual la factura 

pertinente, que deberá contener los datos y requisitos establecidos en el Real Decreto 

2402/1985, de 18 de diciembre, por el que se regula el deber de expedir y entregar 

factura que incumbe a los empresarios y profesionales. En todo caso, la factura deberá 

contener las siguientes menciones: 

a) Número y, en su caso, serie. La numeración de las facturas será correlativa. 

b) Nombre y apellido o denominación social, número de identificación fiscal y domicilio 

del expedidor. 

c) Órgano que celebra el contrato, con identificación de su dirección y del número de 

identificación fiscal. 

d) Descripción del objeto del contrato, con expresión del servicio a que vaya destinado. 

e) Precio del contrato. 

f) Lugar y fecha de su emisión. 

g) Firma del funcionario que acredite la recepción. 

En este sentido, pese a que el artículo 243 de la LCSP requiera un acta de recepción y una 

certificación final de la obra, la normativa no se refiere expresamente a que en los contratos 

menores se requieran dichos extremos, por lo que, teniendo en cuenta la propia agilidad y 

simplicidad de la tramitación de este tipo de contratos, bastaría únicamente con la factura 

correctamente conformada, que haría a su vez las veces de acta de recepción y certificación 

final, no resultando obligatorio, por tanto, el uso de estos actos. 

De cualquier modo, no basta con que únicamente se presente la factura si no que la misma debe 

ser conformada de forma expresa, en su caso, por el funcionario a quien corresponda, ya que la 

Administración debe asegurarse que el contrato ha sido cumplido debidamente, comprobando 
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su correcta ejecución; así se infiere de lo dispuesto en el artículo 210.1 de la LCSP que indica que 

(el resaltado es nuestro) El contrato se entenderá cumplido por el contratista cuando este haya 

realizado, de acuerdo con los términos del mismo y a satisfacción de la Administración, la 

totalidad de la prestación. La factura conformada se postula, por tanto, como un documento 

esencial que acredita la realización de lo contratado, su alcance y precio, así como la recepción 

de la obra. 

No obstante, a pesar de que no se ha considerado que el acta de recepción y la certificación final 

sean obligatorias para contratos menores de obras, nada obsta a que se puedan llevar a cabo 

dichos trámites. Es más, existen determinadas obras menores que, debido a su envergadura, 

dimensión, precio o duración, resultaría recomendable que constasen en el expediente trámites 

como los indicados. 

De este modo, podríamos encontrarnos ante contratos menores de obras en los que exista un 

proyecto que requiera de una serie de extremos y elementos detallados que luego sea necesario 

certificar, por lo que, tanto el acta de recepción de las obras como la certificación final de las 

mismas (e incluso las posibles certificaciones parciales que se puedan ir haciendo a lo largo del 

mismo), resultarían indispensables para la correcta tramitación y ejecución del contrato. 

En cuanto a la pregunta de la consultante sobre si se considera la factura como acto de 

recepción, ¿tendría la administración 3 meses para emitir la certificación final de obra? Hemos 

de responder que, si hemos considerado que para contratos menores no es necesario ni el acto 

de recepción de la obra ni la certificación final de la misma, bastando únicamente con la 

conformación de la factura, operaría la regla establecida en el artículo 198.4 de la LCSP según la 

cual la contratista deberá presentar la factura en tiempo y forma en el plazo de 30 días desde la 

entrega de las obras y la Administración dispone de otros 30 días para su conformación y pago, 

desde la correcta presentación de la misma. 

Por su parte, si se ha optado en el procedimiento por llevar a cabo el acta de recepción y 

certificación final de la obra, habrá de tener en cuenta lo previsto a tal efecto por el artículo 

243.1 de la LCSP, que otorga a la Administración un plazo de 3 meses para emitir la certificación 

final de la obra. 
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Por otro lado, sobre la cuestión relativa a la reclamación de intereses de demora trascurrido un 

mes y 12 días desde la presentación de la factura, hemos de partir de nuevo del artículo 198.4 

de la LCSP: 

“4. La Administración tendrá la obligación de abonar el precio dentro de los treinta días 

siguientes a la fecha de aprobación de las certificaciones de obra o de los documentos 

que acrediten la conformidad con lo dispuesto en el contrato de los bienes entregados o 

servicios prestados, sin perjuicio de lo establecido en el apartado 4 del artículo 210, y si 

se demorase, deberá abonar al contratista, a partir del cumplimiento de dicho plazo de 

treinta días los intereses de demora y la indemnización por los costes de cobro en los 

términos previstos en la Ley 3/2004, de 29 de diciembre, por la que se establecen 

medidas de lucha contra la morosidad en las operaciones comerciales. Para que haya 

lugar al inicio del cómputo de plazo para el devengo de intereses, el contratista deberá 

haber cumplido la obligación de presentar la factura ante el registro administrativo 

correspondiente en los términos establecidos en la normativa vigente sobre factura 

electrónica, en tiempo y forma, en el plazo de treinta días desde la fecha de entrega 

efectiva de las mercancías o la prestación del servicio. 

Sin perjuicio de lo establecido en el apartado 4 del artículo 210 y en el apartado 1 del 

artículo 243, la Administración deberá aprobar las certificaciones de obra o los 

documentos que acrediten la conformidad con lo dispuesto en el contrato de los bienes 

entregados o servicios prestados dentro de los treinta días siguientes a la entrega 

efectiva de los bienes o prestación del servicio. 

En todo caso, si el contratista incumpliera el plazo de treinta días para presentar la 

factura ante el registro administrativo correspondiente en los términos establecidos en 

la normativa vigente sobre factura electrónica, el devengo de intereses no se iniciará 

hasta transcurridos treinta días desde la fecha de la correcta presentación de la factura, 

sin que la Administración haya aprobado la conformidad, si procede, y efectuado el 

correspondiente abono”. 

Así, la LCSP establece un plazo máximo de 30 días desde la fecha de la aprobación de las 

certificaciones de obra o documentos que acrediten la conformidad para proceder al pago del 

precio. Además, supedita el inicio del cómputo de plazo para el devengo de intereses a que la 

contratista haya presentado correctamente la factura; extremo este último importante, como 
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recuerda la Sentencia de la Sala de lo Contencioso del Tribunal Supremo con número de 

Resolución 910/2023, que trae por causa el Recurso nº 5688/2020, de la que destacaremos 

algunos aspectos: 

“En definitiva, la ley de contratos del sector público fue modificada en el 2013 

introduciendo una disposición especial respecto al inicio del cómputo de los intereses de 

demora, vinculando su cómputo a la previa presentación por el contratista de las 

facturas correspondientes "en tiempo y forma". De modo que solo cuando el contratista 

cumpliese su obligación de presentar las facturas de forma correcta comienza el 

computo del devengo de los intereses. Es más, el precepto añadía más adelante "En todo 

caso, si el contratista incumpliera el plazo de treinta días para presentar la factura ante 

el registro administrativo, el devengo de intereses no se iniciará hasta transcurridos 

treinta días desde la fecha de presentación de la factura en el registro correspondiente, 

sin que la Administración haya aprobado la conformidad, si procede, y efectuado el 

correspondiente abono", lo que evidencia que la presentación de las facturas para su 

aprobación por la Administración se constituye como el elemento determinante para el 

inicio del devengo de los intereses. 

(…). 

…El inicio del cómputo de los intereses de demora no se vincula a la recepción de la obra 

y emisión de la certificación final, sino que aparece vinculado a la presentación por el 

contratista de las facturas "en tiempo y forma" por los servicios prestados o la obra 

realizada. De modo que solo cuando el contratista cumpliese su obligación de presentar 

las facturas de forma correcta comienza el computo del devengo de los intereses. La 

Administración, a través de los servicios correspondientes, podrá fiscalizar y en su caso 

deberá aprobar que la factura esté correctamente emitida y se corresponda con los 

servicios prestados o la obra realizada”. 

Extrapolándolo al supuesto que nos ocupa, y suponiendo que no existe ni acta de recepción, ni 

certificación final de la obra (en caso de que sí hubieran existido habría de estar a lo dispuesto 

por el artículo 243.1 de la LCSP), la Administración debió conformar la factura, siempre que la 

obra estuviera ejecutada correctamente, y haberla pagado, dentro de los 30 días siguientes a su 
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presentación por parte de la contratista. Si incumpliese dicho plazo, el cómputo de intereses de 

demora se iniciará a partir del día 31 desde la presentación de la misma, por lo que, en respuesta 

a la pregunta planteada, procedería el pago de los intereses por el exceso de dicho plazo. 

Como conclusión a lo anteriormente expuesto, podemos destacar lo siguiente: 

- En los contratos menores de obras, debido al espíritu simplificado en su tramitación y a 

la agilidad que les caracterizan, no será necesario ni el acto de recepción de la obra ni la 

certificación final de la misma. No obstante, nada obsta a que el órgano de contratación 

haga uso de estos actos en dichos contratos, en cuyo caso habrá de tener en cuenta las 

particularidades establecidas en la ley. 

- Para que se entienda cumplido correctamente el contrato, y poder proceder a su abono, 

la Administración debe dar el visto bueno a la obra ejecutada, conformando la factura 

presentada a tal efecto, ya que el contrato se entiende cumplido cuando la contratista 

ha realizado el objeto del contrato a satisfacción de la Administración. 

- En los contratos menores de obra en los que no se haya emitido certificación final, la 

Administración deberá abonar el precio de los contratos en el plazo de los 30 días 

siguientes a la presentación de la factura que, tal y como se ha indicado, deberá haber 

sido conformada, si procede. 

- Para que pueda iniciarse el cómputo del plazo para el devengo de intereses, la 

contratista deberá haber cumplido la obligación de presentar la factura correctamente, 

en tiempo y forma, en el plazo de 30 días desde la fecha de entrega de las obras. 

- Si la Administración no conforma la factura emitida por la contratista y no procede a su 

abono en el plazo de 30 días, el cómputo de intereses de demora comenzará al día 

siguiente del transcurso de dicho plazo. 

- Por último, debemos recordar que, en la tramitación de los contratos menores de obras, 

a pesar de que actos como la recepción de las obras o la certificación final de las mismas, 

a priori, no resultan obligatorios, no es óbice (e incluso resulta recomendable) que se 

haga usos de dichos trámites en aquellos contratos menores que, por su envergadura, 

dimensión, precio o duración, lo requieran. 
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Finalmente, indicar que, la presente respuesta a la consulta planteada tiene carácter meramente 

informativo y, en ningún caso, resulta vinculante. 

 

 

EL SERVICIO DE ASESORAMIENTO Y NORMALIZACIÓN DE LOS PROCEDIMIENTOS DE 

CONTRATACIÓN 


